Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 8 minutos) 


-En nombre de la Comisión, quiero agradecer la presencia del Presidente y Vicepresidente 
del Instituto Nacional de Colonización. En la sesión pasada, la Comisión resolvió invitar a sus 
autoridades luego de haber recibido a una delegación de la Asociación Nacional de Colonos y tratar, 
entre otros, el tema del desalojo, por vía judicial, del colono Ney Thedy, de Artigas. Como dije, dadas 
las peripecias que ha tenido este caso y a iniciativa del señor Senador Baráibar -que fue acompañada 
por el resto de los senadores presentes en la Comisión- se resolvió invitar a las autoridades del 
Instituto para conversar no solo sobre esa situación, sino también acerca de lo que en general nos 
preocupa respecto a la colonización: el cumplimiento de las obligaciones de la Ley N* 11.029, el 
endeudamiento de los colonos en el Uruguay, los planes que se han puesto en marcha y los que se 
están llevando adelante y si se cuenta con información -la que luego se podría remitir- sobre la 
cantidad de juicios que se están realizando por mal pagador o por haber incurrido en algún tipo de 
incumplimiento. 


Entonces, ya que hoy contamos con la presencia de tan importante y calificada representación 
del Instituto Nacional de Colonización, nos gustaría tener -naturalmente, en la medida de lo posible; no 
se trata de una interpelación al Instituto, al Presidente ni al Vicepresidente- una composición de lugar 
acerca de la situación. Esto siempre es positivo para una Comisión, que lo que quiere es cumplir con 
su tarea de legislar, controlar y también aportar a la solución de los diferendos que puedan existir, 
puesto que sabemos que la tarea no es sencilla ni fácil, sino de una gran complejidad. 


Esta es la razón de la convocatoria a las autoridades del Instituto, a quienes les 
agradecemos la presteza con la que han respondido, aceptando esta comparecencia en el día de hoy. 


Damos, entonces, la palabra al Presidente del Instituto Nacional de Colonización, ingeniero 
agrónomo Andrés Berterreche. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Para comenzar, queremos decir que los agradecidos somos nosotros. No 
dudamos de la importancia que tiene esta Casa en cuanto a lo que significa la repercusión de la 
información que uno tiene y que puede aportar al resto de la sociedad. 


Es cierto que este asunto viene a colación de un caso de desalojo -no se trata del primero ni 
del último de los ocurridos este año- que, por distintos motivos, tomó estado público. Pues bien, quiero 
decir que esto está inscripto dentro de lo que es una metodología del Directorio en su conjunto para 
mejorar su gestión. El Instituto Nacional de Colonización tiene la inmensa responsabilidad de gestionar 
los recursos públicos que el conjunto de la sociedad otorga para que los productores que no pueden 
acceder a la tierra por la vía del mercado, puedan hacerlo a través de aquel. Los colonos tienen 
derechos, pero también obligaciones. A nosotros nos corresponde proteger sus derechos y también 
que cumplan sus obligaciones. 


La Ley N* 11.029 establece que a todo colono que se atrase en dos rentas -es decir, con dos 
anualidades- se le debe rescindir el contrato. Esto se hace automáticamente, como lo establece la ley. 
Sin embargo, como el Instituto es consciente de su rol social, normalmente espera a que el colono 
deba cuatro rentas para tomar decisiones. En este caso en particular, al que me referiré en términos 
generales -no es el fundamento de la presentación- para contestar todas las preguntas que los 
señores Senadores realicen, quiero aclarar que el colono debía más de seis rentas. 


De todas maneras, siempre tratamos de buscar una solución amigable con los colonos, y lo 
hacemos por muchos motivos, entre otros, porque crear un productor es muy difícil y no podemos 
inventarlos. Esto hace que sea importante que los que están en el territorio, dada su experiencia, se 
queden allí, pero cumpliendo con las obligaciones que tienen. 


En el año 2007, debido al gran endeudamiento que los colonos tenían con el Instituto, el 
Directorio de esa época diseñó un plan de refinanciación mediante el cual si se pagaban los siguientes 
años en tiempo y forma, no se cobraban intereses, multas ni moras, y se daba un plazo de hasta doce 


años para pagar la deuda anterior. En el caso que mencioné el productor pidió esa refinanciación, pero 
no era la primera que se le daba, ya que había otra en curso solicitada por él en el 2001 y que nunca la 
hizo efectiva. El Directorio, luego de estudiar el caso de este colono -y pido al señor Vicepresidente del 
Instituto que me corrija en caso de que omita algún detalle- resolvió hacerle una quita del 45% de la 
deuda y otorgarle un plazo de diez años para que pagara -aclaro que esto se hizo también con muchos 
otros colonos que estaban en esa situación- a los efectos de que el colono no se fuera y pudiera ir 
“enderezándose” en el cumplimiento de sus obligaciones. Transcurridos los años 2007, 2008 y 2009, el 
colono no solamente no pagó en fecha, sino que no pagó; es decir, no pagó la deuda que se le 
refinanció en el 2001, no pagó la del 2007, tampoco pagó la renta de ese año ni la del 2008 ni la del 
2009. Precisamente, ese año el colono solicita hacer un arrendamiento arrocero y el Instituto -está 
claro que debido al endeudamiento que tenía- se lo niega. El colono lo hace igual, cobra la renta 
arrocera y no le paga absolutamente nada al Instituto. En julio de 2009 se lo intima pero se le mantiene 
la refinanciación, o sea, no se le quitan todos los beneficios que se le habían otorgado y sobre los 
cuales él tenía una obligación. Esto demuestra que el Instituto es temendamente flexible con todos los 
colonos, y siempre está considerando posibilidades de negociación. En el año 2010 se le otorga un 
mes más de plazo, pero el 18 de enero de ese año aparece brucelosis en su campo, por lo cual se lo 
interdicta. Cabe aclarar que durante los años 2007, 2008 y 2009, cuando debió hacerse cargo de la 
refinanciación de las deudas, no tenía brucelosis; es más, no por lo que pueda decir este funcionario 
público, sino en base a la declaración del productor en DICOSE, ese año tenía 320 reses, y si a eso se 
sumaban las mejoras que se podrían haber realizado, el capital del colono superaba largamente la 
deuda que tenía. En ningún momento, aun no teniendo brucelosis, se hizo cargo de la responsabilidad 
que él había asumido porque lo solicitó, el Instituto le dio su aprobación y él puso su firma como prueba 
de su acuerdo. 


Es dable señalar que con todos los colonos procedemos de la misma manera, lo que a veces 
nos trae aparejados problemas con nuestros servicios jurídicos; a veces ellos mismos se sienten 
desautorizados para detener un proceso judicial. Pero como la prioridad del Instituto está puesta en sus 
colonos, esperamos hasta último momento para ver si se da esa posibilidad. 


Personalmente, en el año 2010 -como se hizo también en algún otro caso- determiné que si 
el colono pagaba la deuda se le suspendía el juicio, y a partir de ese momento también dejó de pagar. 
Quiere decir que cada solución que se le daba -que fueron como media docena- servía para que él 
dejara de responsabilizarse de sus obligaciones. 


En lo que tiene que ver con el Poder Judicial, este es un Poder independiente del Estado -el 
cual respeto mucho, al igual que al Poder Legislativo- pero tiene sus vías propias; es el que define el 
desalojo, y lo que hacemos nosotros es pedir la entrega de la cosa, como dicen los abogados. 


En general, los procesos jurídicos llevan muchos años, en promedio tres o cuatro, para que se 
efectivice un desalojo. En este caso fue mucho más rápido porque no hubo una defensa del colono. 
Eso pudo haber ocurrido por dos cosas: porque no tenía buen asesoramiento jurídico o porque 
pensaba que no iba a producirse el proceso judicial correspondiente. Finalmente, el martes 26 de abril 
se dio un desalojo resistido, donde no se permitió actuar a la Justicia y el 28 de abril hubo un desalojo 
ejecutado. 


En términos generales, el Instituto tiene alrededor de 1.700 arrendatarios de fracciones de 
este tipo, individuales o con cotitularidad, aunque son más si tenemos en cuenta los campos de recría 
y los asociativos. De esos 1.700 colonos, 170 o un poco menos son colonos que deben más de cuatro 
rentas, que pueden o no estar refinanciadas. Es decir que el endeudamiento endémico del Instituto es 
menos de un 10%. Tenemos 106 procesos judiciales, de los cuales alrededor de 30 son por entrega de 
la “cosa”, por incumplimientos que trascienden el tema del endeudamiento, y algo más de 70 son por 
cobro de obligaciones atrasadas, o sea, incumplimiento de las rentas a pagar. Insisto, de los 1.700 
colonos, más de 170 están atrasados en más de cuatro rentas y de ellos, a 70 se les cobra por vía 
judicial. Esas son las cifras al día de hoy. Las solicité antes de venir para que el Parlamento tuviera los 
últimos datos. 


El monto total de lo adeudado por más de cuatro meses de renta está en el entorno de los $ 
70:000.000 y equivale a aproximadamente siete meses de funcionamiento completo del Instituto. De 
acuerdo con las características sociales del Instituto, siempre tratamos de tener la mayor flexibilidad y 
de buscar hasta el último momento todas las posibilidades para el colono pero, en algún momento y 
por la responsabilidad que tenemos en la gestión de los dineros públicos -que, en definitiva, son de 


toda la sociedad- hay que pasar una línea. Este fue el caso, porque pasamos la línea, tratamos de 
llegar a acuerdos, una, dos y hasta media docena de veces, pero como no tuvimos la respuesta que 
correspondía, actuó la Justicia. Esa es la realidad de lo que sucedió aquí. 


Como dije al principio, este no es el primer desalojo que se hace. En ltacumbú, Bella Unión, 
también se desalojó un predio que había sido adjudicado a una fracción lechera colectiva y fracasó, en 
la que una sola persona quedó usufructuando el campo, sin pagar, con subarrendamientos y con un 
montón de incumplimientos. Se habló con UTAA, que apoyaba el no desalojo y se explicaron los 
motivos. Después de la Feria Judicial se procedió a desalojar y esa fracción está para libre 
adjudicación. Y está previsto que haya nuevos desalojos, porque la Justicia nos va dando la razón y si 
no nos entregan el campo por voluntad propia, es ella la que se encarga de eso. 


Sin perder la sensibilidad que debe tener el Directorio del Instituto Nacional de Colonización, 
tratamos de respetar lo que la ley obliga que se cumpla. La buena gestión de un instrumento que si se 
desfinancia -como ya ocurrió en épocas pretéritas- verá cuestionada su viabilidad, y creo que eso es lo 
peor que le podría pasar al Uruguay. 


Hace poco, en una revista de la Asociación Nacional de Productores de Leche, un 
pequeñísimo productor lechero arrendatario, que tenía vencido el contrato y que iba a ser desalojado, 
manifestó que su última esperanza era el Instituto Nacional de Colonización. Cumplimos con ese señor 
y se le otorgó una fracción en el departamento de San José, en la que está produciendo junto con su 
familia. 


Hay cerca de seis mil aspirantes más, con los que también debemos cumplir porque están 
haciendo fila para seguir produciendo, jugándose por un país productivo, en el marco de un concepto 
de desarrollo rural, viviendo de él y del campo. 


Estoy a entera disposición de los señores Senadores para contestar cualquier consulta que 
deseen hacernos, no sin antes aclarar que tuve acceso a la versión taquigráfica de la reunión de esta 
Comisión a la que concurrió la Asociación Nacional de Colonos y de su contenido solo quiero referir a 
un tema. En dos oportunidades se dijo que el Instituto Nacional de Colonización no aplicó el artículo 68, 
de la Ley N* 11.029, que establece la posibilidad de dar prórroga. Si un colono deja de pagar en el año 
2001 y se lo intima definitivamente en 2010, quiere decir que tuvo nueve años de prórroga, de buena 
gestión en términos amigables. El artículo 68 se aplicó en reiteración real, pero hay que tener en 
cuenta que tampoco es un chicle; en algún momento se deben hacer cumplir las obligaciones 
impuestas por la ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GAGGERO.- Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión por habernos recibido. 


Ratifico lo que ha dicho el señor Presidente del Instituto Nacional de Colonización, porque 
sobre la base del artículo 68 se hizo la reprogramación del endeudamiento, el recálculo de la deuda y 
la refinanciación correspondiente, dándose los plazos por él mencionados. Tomando en cuenta ese 
artículo y los criterios de refinanciación otorgados por el Poder Ejecutivo a principios de 2005, una 
Comisión Técnica del Instituto estudió el caso de cada uno de los 526 colonos y finalmente recomendó 
a su Directorio conceder planes de refinanciación con plazos acordes a su capacidad productiva y al 
desarrollo de su fracción. A esa refinanciación se acogieron 479 colonos, mientras que varios de los 
que hoy plantean problemas no la firmaron ni quieren hacerlo, pese a que les otorga quitas, librándolos 
de todos los intereses y multas, y se les dan plazos. 


Nos llama la atención que la Asociación Nacional de Colonos haga esos planteos teniendo 
en cuenta que también participó en la confección de ese plan de reprogramación y recálculo de 
deudas, así como de la mejora de la gestión de cobro. No solo participó, sino que también estuvo de 
acuerdo con que era necesaria y generosa la refinanciación para el ordenamiento del Instituto Nacional 
de Colonización. 


También leí con atención la versión taquigráfica de lo dicho por los colonos y de ese diálogo 
que mantuvieron quiero aclarar a los señores Senadores que los tres que figuran en esa 


comparecencia son de 740 fracciones, cuyas tres colonias son 55.000 hectáreas, de las cuales la 
mayoría ha cumplido con la refinanciación y está pagando su endeudamiento. Con estos dichos quiero 
dar idea de la magnitud de las temerarias apreciaciones hechas en esta Comisión por algunas 
personas que no tienen calidad de colonos ni de cumplidores. 


El Instituto Nacional de Colonización ha tenido las puertas abiertas al diálogo y ha buscado 
soluciones amigables con todos los colonos, pero cuando no hubo una respuesta ha cumplido con lo 
que le ordena la ley. Deseo destacar que la inmensa mayoría de los colonos ha venido pagando con 
dificultades, pero para hacer posible la capitalización en los cinco años del Directorio anterior y en uno 
del actual, sus miembros hemos sido sumamente cautelosos en el aumento de las rentas para los 
colonos endeudados y los productores familiares que habían tenido dificultades en el cumplimiento y 
en su capitalización. 


Si partimos del año 2004, podemos decir que una renta ganadera de $ 404 por hectárea 
con un Índice 100 subió un 15% durante el primer año que mejoró la situación; el segundo año, 
aumentó un 10% y durante los últimos tres años no hubo modificación, sino que se mantiene en $ 569 
por hectárea una renta ganadera Índice 100 que, más o menos, representa una cuarta parte de una 
renta de mercado. La idea era que los colonos se capitalizaran, cumplieran y, además, se ordenaran 
las finanzas del Instituto. Creo que estamos llegando a la etapa en la que aquellos pocos productores 
colonos que no cumplen con el Instituto, estén enterados de que la ley se cumple, que se ordena el 
Instituto y que comienza a tener una actuación distinta en representación de la sociedad uruguaya. 
Digo esto porque cuando a un ciudadano le cortan la luz o el Banco Hipotecario lo desaloja, le sucede 
lo mismo y la situación no tiene repercusión pública; es lamentable, pero real. El grado de cumplimiento 
o incumplimiento que detectamos en el Instituto Nacional de Colonización en el año 2005 se ha ido 
corrigiendo lentamente, se ha ido ordenando, y lo logramos pura y exclusivamente haciendo uso de la 
ley y de la mejora que nos provocó la Ley N* 18.187, de repoblamiento de la campaña, que nos brindó 
nuevos elementos para la gestión del Instituto. En este sentido, quiero dar tranquilidad de que el 
Instituto ha dado los pasos juiciosos para lograr su ordenamiento sin tener en cuenta nada más que la 
capacidad productiva y la instalación de la familia en el predio, cumpliendo la ley. 


SEÑOR AGAZZI.- Hace pocos días se publicó en la prensa el balance del Instituto, que incluía un 
informe del Tribunal de Cuentas con algunas recomendaciones. Una recomendación específica era que 
el Instituto tiene que cumplir con la ley: el Tribunal está observando públicamente al Instituto de que se 
pasan los plazos establecidos en la Ley N* 11.029. Creo que el Tribunal de Cuentas no considera ese 
artículo de la ley que permite la flexibilidad, porque el Instituto trabaja con familias con problemas, y 
para eso tienen acceso a la tierra. Algunas de las leyes de colonización mencionan la expresión 
“familias desamparadas”, aunque no es el caso de todas. Quiero señalar que el trabajo que ustedes 
realizan merece todo mi respeto porque se requiere una dosis de sensibilidad y de comprensión. 


Quería hacer algunas preguntas con relación a todo esto que tomó estado público por 
diversos motivos, tal como señaló el señor Presidente. Quiero saber cómo es el productor, porque 
nosotros recibimos información de que subarrendó la tierra para arroz y después no pago. Á su vez, 
que nos dijeran a qué se dedica, información que deben conocer por el agrónomo regional. También 
deseo que me informen al respecto para conocer un poco más la situación y, sobre todo, para que 
quede asentado en la versión taquigráfica. Además, cuando compareció la Asociación Nacional de 
Colonos a la Comisión manifestaron algunos aspectos que son importantes. En primer lugar, señalaron 
que ellos quieren tener vínculos con el Instituto Nacional de Colonización y que tienen dificultades. 
Entonces, quiero conocer la visión de las autoridades del Instituto en el sentido de qué importancia 
tiene la Asociación Nacional de Colonos y cómo es el vínculo entre ambas instituciones. 


Por otro lado, señalaron que la agrónoma regional de Bella Unión le ofreció la fracción 52 al 
ingeniero Sambucetti, pero cuando él asistió a la Comisión no lo ratificó; simplemente lo dijo el señor 
Presidente de la Asociación Nacional de Colonos. Otro integrante de la delegación que asistió a la 
Comisión, el señor Daniel Grignola, señaló: “Este tema puntual me preocupa porque la situación en la 
que se encuentra Ney Thedy es la que atraviesa el cien por ciento de los colonos”. 


Sobre el tema del endeudamiento ustedes brindaron algunos números, pero no podemos 
permitir que en la versión taquigráfica de nuestra Comisión se diga que el cien por ciento de los 
colonos está en la misma situación que Ney Thedy. 


Por otro lado, ellos hicieron consideraciones sobre aspectos bastante graves, refiriéndose - 
digamos- a la otra punta de los colonos, es decir, a aquellos a los que podría justificarse que en un 
comienzo se les hubiera dado tierras -ponen ejemplos con nombre y apellido, pero creo que no es el 
caso mencionarlos; incluso brindan nombres de algunos legisladores o gente que luego tuvo cargos 
importantes- y cómo está actuando el Instituto Nacional de Colonización. Se trata de gente que dispone 
de fracciones desde hace mucho tiempo, pero ahora quizás no estén en la situación que estuvieron 
antes. Este también es un tema delicado; la Ley N* 11.029 es una ley programática pero después que 
se adjudican las parcelas y pasan los años, las situaciones cambian. 


SEÑOR BERTERRECHE.- El colono Ney Thedy accedió a la fracción en el año 1991, posiblemente 
porque no tenía capacidad de capitalización para ese campo; teniendo en cuenta que era un capataz 
de estancia cuando toma la fracción, se le da la posibilidad de un arrendamiento al arroz por 
adelantado durante dos años. Ya en aquel momento se le dijo que por las zafras de los años 1991 y 
1992 podía arrendar el arroz. Esta situación continuó durante varios años y hasta 2001 hubo contratos 
arroceros autorizados; quiero dejarlo claro porque se especificó en varios lugares que personalmente 
había dicho que lo había hecho sin autorización. Nosotros entregamos un informe a la opinión pública 
donde quedaban claramente definidas cuáles habían sido las medianerías arroceras autorizadas, 
cuáles fueron las pagas y cuáles las impagas. Tratamos de manejarnos con la verdad. El señor Ney 
Thedy, productor ganadero de esa zona, generalmente de cría y recría, difícilmente de ciclo completo 
aunque tiene 218 hectáreas con un índice Coneat de 108 -lo que para la zona no supone un mal 
campo- y con rastrojo de arroz, llegó a hacer 127 de esas 218 hectáreas autorizado por el Directorio 
del Instituto de aquella época. No voy a hacer revisionismos; si estaba autorizado, lo estaba. Sin 
embargo, reitero que hizo 127 de esas 218 hectáreas. Posiblemente sea un típico productor ganadero 
del norte, con un uso poco intensivo de los recursos que tiene pero, por lo menos en el momento de 
pedir la refinanciación, podríamos decir que el Instituto apoyó fuertemente al señor Ney Thedy en su 
desarrollo personal porque en esa época tenía 320 reses. Con todos esos animales tenía capacidad 
para hacer frente a toda la deuda, pero igualmente se le daba un financiamiento a diez años. En 
realidad, no es un productor intensivo y de los que, por ejemplo, en el año 1948 el legislador hubiera 
pensado que debía producir intensamente la fracción. Es cierto que usó esa fracción durante muchos 
años, con autorización, para hacer medianerías de arroz, donde lo único que se hace es el cobro de la 
renta por una tierra que la sociedad le da. Y también es verdad que hizo arroz cuando no estaba 
permitido, durante 2009, y no pagó nada de esa renta. 


Me causa sorpresa lo que se dice acerca de la comunicación con la Asociación Nacional de 
Colonos. Vale la pena aclarar que el señor Henderson no es colono, sino su hija; el Instituto Nacional 
de Colonización no se inmiscuye en la organización de los productores porque cree que cada uno lo 
hace tal como le parece que corresponde. Él habla semanalmente conmigo y además tiene mi número 
de celular; habla con mi secretaria e incluso el otro día que ella no estaba, lo atendí directamente en la 
oficina. Cada vez que fuimos al litoral mantuvimos una charla de lo más normal; hablamos con el señor 
Grignola, conocemos al señor Sambucetti y entiendo que no tenemos ningún problema de 
comunicación. No se puede decir ni sostener cualquier cosa y por esa razón solicito un registro de si 
alguna vez se negó una entrevista a la Asociación Nacional de Colonos con alguno de los Directores 
del Instituto. No solo pueden hablar con el Presidente, sino con el doctor Cardozo, su representante de 
productores, el señor Julio Roquero, la Directora Nilsa Pérez, seguro que también con el señor 
Gaggero e, incluso, conmigo; lo pueden hacer sin preámbulos, en una relación mano a mano, frontal y 
sin ningún problema. 


Es verdad que en un par de eventos tuvimos discusiones internas en el Instituto que 
originaron problemas de interpretación con algunas de las personas de la Asociación. Esto dio origen a 
distintos planteos en la prensa -tanto en El Telégrafo como en diario El Pueblo de Salto- que 
motivaron a que llamara al señor Henderson para preguntarle de dónde había sacado que se los había 
tratado de atrevidos o entrometidos; es más, le dije que me indicara en qué parte del discurso había 
sido porque me lo había perdido. Siempre los traté con respeto; tengo personalidad fuerte pero no 
insulto ni le falto el respeto a nadie. Después de eso se tuvieron que sacar dos desmentidos: uno fue 
por nuestro propio regional, el de Paysandú, y otro fue por parte del propio señor Henderson en la 
publicación de Salto. Entiendo que no se puede decir una cosa por la mañana y salir a desmentirla por 
la tarde. Además no entendemos qué sucedió porque tenemos una relación muy buena e, incluso, 
muchas de las dificultades que él nos planteó fueron solucionadas porque tenía razón. Así es; tenemos 
buena voluntad y si el colono está en lo cierto, tratamos de solucionarlo. 


Me refiero a problemas de alambrados que no estaban registrados, de endeudamientos que 
no estaban bien establecidos, hasta suspendimos un par de lanzamientos siendo ellos los mediadores. 


Desconocemos cuál es el espíritu de ese planteo porque entendemos que no tenemos ningún 
problema con ninguno de los colonos. No sabemos cuál es el cangrejo que está debajo de la piedra. Es 
más, sabemos por distintas fuentes que el sábado en Tacuarembó hay una reunión de la Asociación 
Nacional de Colonos a la que han invitado al señor Ministro, al Subsecretario y a parlamentarios, pero 
no invitaron no solo al Presidente sino a ninguno de los Directores del Instituto Nacional de 
Colonización. ¡Ojo! Ser dirigente de una actividad gremial no exime de cumplir con las obligaciones. No 
porque estén integrando una organización, todos los colonos dejan de cumplir con las obligaciones. 


Ahora bien, en este Instituto -refiriéndome a la última pregunta- no hay colono clase ejecutivo 
ni clase turista; todos son iguales y a todos se los analiza por lo bien que hacen las cosas o por cómo 
no cumplen con la Ley  N* 11.029. Insisto en que no tenemos el más mínimo problema y, por ende, 
nos asombra el planteo de que la comunicación está cortada; no es así. Es cierto que el señor 
Henderson me llamó varias veces por el tema de Ney Thedy y me decía que por US$ 4.000 íbamos a 
hacer algo, pero yo le contestaba que en las cuentas del Instituto dice que debe US$ 1:035.000 más 
los US$ 9.600 del arroz que no pagó. A la semana me volvía a llamar y me preguntaba si lo íbamos a 
desalojar, a lo que le contestaba que le había dado la opción en el mes de octubre, en la reunión de 
Cruz de los Caminos, de que si pagaba ese monto suspendía por parte del Instituto las medidas 
judiciales, pero no pagó nada. Entonces decía que no, que solo debía entre US$ 2.000 y US$ 4.000. 
No es así; debe lo que debe y esas son las cuentas que hizo el Instituto. 


En definitiva, llega un momento en que no se nos está planteando solución alguna para el 
problema, sino que nos están reiterando lo mismo. Hace poco sucedió algo similar con un colono a 
quien se le negó un plan, dijo que quería otro y terminó presentado el mismo. Tenemos que saber que 
las soluciones son ciertas. 


Volviendo al tema planteado quiero decir que hasta último momento el señor Presidente de la 
Asociación Nacional de Colonos me llamó para hablar y le expliqué cuál era el tema, cuáles las 
soluciones, cómo había sucedido todo, aparte de informarle lo que se habló en el Directorio y luego 
trascendió a la opinión pública. Todo eso se lo expliqué punto por punto. Realmente hay algunas cosas 
a las que no puedo encontrarle una explicación lógica, racional y de construcción. 


SEÑOR GAGGERO.- En realidad yo le encuentro una explicación a esos hechos: a mi criterio, 
simplemente se trata del endeudamiento. Este señor no cumple con las normas que el Instituto ha 
establecido. Su hija, que es la actual tenedora de la fracción -y no quiero hablar de temas personales 
porque vinimos para abordar asuntos generales- tampoco cumple y se le ha pedido el traspaso. Quiere 
decir que aquí hay explicaciones de protección personal. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En cuanto al ofrecimiento al ingeniero Sambucetti quiero dejar firmemente 
establecido que las adjudicaciones no las hace un técnico regional, sino el Directorio. No sé si la 
Gerente Regional ofreció algo o no. En todo caso, si hubiera hecho una oferta ilegal, contraviniendo 
todas las normas, el señor Sambucetti tendría que haber presentado la denuncia correspondiente ante 
el Directorio y nosotros habríamos investigado la situación de la funcionaria. Pero aquí está claro que 
ningún Gerente Regional puede adjudicar una fracción del Instituto; eso lo hace el Directorio en una 
reunión en la que participan todos sus miembros, y de acuerdo con lo informado por nuestros servicios 
técnicos. 


En cuanto a la afirmación de Grignola debo decir que también me preocupa que se dé esa 
visión del Instituto. Cuando digo que deben más de cuatro rentas menos del 10% de los colonos, 
realmente es así y por eso me genera preocupación que se afirme que todos los colonos son 
incumplidores. Reitero: resulta bastante raro que una Asociación Nacional de Colonos, a través de uno 
de sus Directores, manifieste que todos los colonos son incumplidores. Yo defiendo el prestigio de la 
mayor parte de los colonos, y esa mayoría cumple, y que me disculpe el señor Grignola. Tal vez él 
sabe por qué hace esa afirmación y sea parte de esa visión. Repito que la mayor parte de los colonos 
cumple, tanto en lo que tiene que ver con sus pagos como con el resto de las realidades. 


Por último, sobre otros casos que en la prensa aparecen como paradigmáticos, quiero decir 
que nosotros no les damos ese carácter. No queremos hacer una cacería de brujas, pero sí queremos 
hacer cumplir a todos. Y en este tema no hay un problema político detrás, porque les hemos pedido la 
fracción a personas de absolutamente todos los partidos políticos, ya que no nos interesa a qué iglesia 
van los domingos, sino que cumplan como colonos; es más, hay gente visiblemente vinculada a 
partidos políticos -y cuando hablo de partidos me refiero a todos- a quienes se les ha pedido la 


fracción. No nos fijamos en nada más que aquello que nos indican nuestros servicios con relación al 
grado de incumplimiento, y también somos flexibles con todos, no tenemos norma 1 y norma 2. Por 
supuesto que con varias de las personas que mencionó el señor Grignola tenemos conversaciones 
para tratar de solucionar algún problema, pero del mismo modo que las tenemos con el colono 
desconocido, con el paisano más enterrado en la última de las fracciones del Instituto. No hay hijos ni 
entenados, ni gente que se persiga por motivos que vayan más allá del cumplimiento de las normas del 
Instituto de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algunas preguntas en el entendido de que tampoco se trata de 
tomar a esta Comisión como un ámbito de contienda entre la Asociación Nacional de Colonos y el 
Directorio del Instituto. No es el propósito de la Comisión ni de esta Presidencia porque, si así fuera, las 
Comisiones del Senado de la República se transformarían en un ámbito de contienda. Me refiero a que 
si nos visita una delegación, dice lo que quiere y luego viene la delegación del organismo 
presuntamente atacado y se defiende, estaríamos desvirtuando el papel de la Comisión y de las 
comparecencias. 


Personalmente no estoy tomando partido por otra cosa que no sea la verdad y la buena 
administración, que me parece preside en el ánimo de quienes estamos en la cosa pública. No 
estamos persiguiendo ningún otro objetivo. Simplemente quiero hacer algunas preguntas sobre el caso 
específico y agregar luego algunas reflexiones generales. 


Sobre el caso específico, antes de plantear las preguntas quiero expresar que no conozco a 
este productor, nunca lo vi. Incuso, antes de la comparecencia de la Asociación Nacional de Colonos 
no tenía una exacta composición de este tema, salvo lo publicado a través de la prensa. Por lo tanto, 
no hay ningún tipo de intencionalidad en mis preguntas y, además, quienes me conocen saben que no 
digo oblicuamente las cosas sino en forma directa, como corresponde. 


Acá se dijo que el productor era una suerte de capataz de estancia -lo dijo el propio 
Presidente del Instituto- que tiene aproximadamente 70 años, que posee una fracción de 218 
hectáreas, que debía cerca de US$ 60.000 y que en el año 2010 había abonado US$ 26.000 y 
fracción, con lo cual, dólar más, dólar menos, había pagado en ese año aproximadamente el 40%; 
terminó adeudando $ 1:000.000 que equivalen a algo más de US$ 50.000. Además, y como lo ha 
expresado el Presidente del Instituto, su fracción estaba interdictada por brucelosis, con lo cual la 
tenencia de más de 300 animales hace más complejo el manejo de ese rodeo. 


Por otra parte, creo que este productor ha carecido de defensa, o por lo menos no acudió a 
un servicio jurídico; entendemos que de haberlo hecho seguramente, y como dijo el Presidente, no se 
hubiera efectuado el desalojo. Esto más allá de que también es cierto que en pleno proceso el Instituto 
Nacional de Colonización tiene la facultad y la posibilidad, a través de su servicio jurídico, de decir 
“pare el juicio de entrega de la cosa” o “pare el lanzamiento”, siempre fundadamente, por supuesto, y 
en función de los servicios. 


Seguidamente quiero hacer una pregunta, sin tomar posición. En función del monto de la 
deuda, de lo que entregó este colono, de que era un capataz de estancia, de que tiene 70 años y de 
que tenía una interdicción por brucelosis -más allá de los plazos e incumplimientos que relató el señor 
Presidente del Instituto Nacional de Colonización y de que está todo absolutamente asentado- y a la 
luz quizá de otros antecedentes, ¿hubiera sido posible el otorgamiento de plazos más breves para 
encontrarle una solución a esta problemática? Por razones de economía procesal me gustaría saber si, 
en función de las importantes entregas realizadas por parte del colono, en situaciones similares se 
concedieron plazos adicionales. Aclaro que cuando hablo de situaciones similares me refiero a aquellas 
situaciones que toman en cuenta la dimensión del predio, el tipo de explotación, la calidad, los 
antecedentes, la edad, la composición familiar del colono y la vivencia o no en la fracción. 


En un plano más general, también quisiera saber si en el departamento de Artigas existen o 
existieron fracciones del Instituto Nacional de Colonización ocupadas por intrusos. Realizo esta 
consulta porque recuerdo que en el período anterior se tomó conocimiento en forma pública de una 
ocupación que no sé cómo se dilucidó. Concretamente, quiero preguntar a nuestros invitados durante 
cuánto tiempo funcionó la ocupación de esas fracciones -si es que ella tuvo lugar- qué medidas adoptó 
el Directorio y qué tipo de acciones judiciales se iniciaron para llevar adelante la desocupación de los 
predios. Debemos convenir en que cuando se registran situaciones de ocupación de tierras, se 
produce un rompimiento del orden jurídico que torna más complejo el problema. Algo similar aconteció 


-pido a los integrantes del Directorio que me ayuden, porque no sé cómo se resolvió la situación- con 
una fracción ubicada en las cercanías de Kiyú, departamento de San José. Todos estos son 
antecedentes -que luego serán tomados en cuenta para bien o para mal- de una institución de la que 
he dado muestras de querer defender -y no tengo que rendir examen por ello- porque creo en la 
función que cumple el Instituto Nacional de Colonización como una herramienta estupenda frente a los 
procesos de sojización, forestación y minería, que pueden terminar conspirando contra un capital 
productivo de más menos 14:000.000 de hectáreas que tenemos y que no se pueden reproducir. 
Además, coincido plenamente con lo que manifestó el señor Presidente del Instituto, en el sentido de 
que hacer un productor es muy difícil. En mi caso personal, por ejemplo, en este momento 
prácticamente no tengo campo -simplemente cuento con nueve hectáreas- pero considero que ser 
productor es muy difícil y más aún si la persona tiene una edad avanzada. 


Por último, en el marco de las preguntas vinculadas a la situación de morosidad, el señor 
Presidente habló de que de la totalidad de colonos, 170 de ellos, menos de un 10%, se encontraría en 
situación judicial. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Algunos atraviesan situaciones judiciales y otros prejudiciales, pero todos 
deben más de cuatro rentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no debieran ser todos en situación judicial porque 170 colonos 
deben más de cuatro rentas y se han iniciado 106 procesos penales. De manera que no todos están en 
la órbita judicial; algunos se encuentran en la antesala o en los servicios jurídicos que luego llevarán 
adelante la acción. Además, según los datos de que dispongo, el 30% se debe a incumplimientos y el 
70% a deudas por concepto de renta. También preocupa el tema del incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la Ley N* 11.029, porque aquí estamos frente a un problema que 
ha generado una larguísima discusión. 


SEÑOR GAGGERO.- Que no ha sido saldada. 


SEÑOR PRESIDENTE- Efectivamente, es algo que será muy difícil de saldar porque termina 
solucionándose a ojo de buen cubero y porque, además, como bien saben los miembros de esta 
Comisión y los integrantes del Instituto -que conocen más el tema que nosotros o, al menos, que quien 
habla- la exigencia de 1948 en cuanto a que el colono viva en la tierra, actualmente tiene un grado de 
complejidad extraordinario. Hoy no se puede pedir a un colono que viva en la tierra cuando muchas 
veces tiene que enviar a sus hijos al liceo o a la escuela, con las dificultades que eso implica. 
Entonces, me gustaría saber cuáles son los motivos del incumplimiento de ese porcentaje del 30% que 
se mencionó y que se aclaró que no estaba originado en las rentas, que sí es la causa del 70% 
restante. 


En cuanto a la cifra total de endeudamiento, por lo que advierto y en función de lo expresado 
por el señor Presidente del Instituto, $ 69:000.000 o $ 70:000.000 es una suma bastante tolerable y 
menor que la que existió en años anteriores como consecuencia de la sequía y de la crisis económica 
de 2002. Esto, sin mencionar lo sucedido en el año 1982, cuando se produjo la ruptura de la “tablita” 
cambiaria y el endeudamiento de los colonos se transformó en algo absolutamente excepcional. Aclaro 
que digo todo esto con conocimiento de causa porque fui abogado de la Liga del Trabajo de Guichón y 
defendí a productores endeudados con el sistema financiero. 


Pido disculpas por haber hecho una exposición tan desordenada, pero simplemente quería 
plantear algunas interrogantes y aclaro que tanto el Presidente como el Vicepresidente no tienen que 
contestar a ellas en este momento sino que, si así lo prefieren, pueden hacerlo posteriormente, quizás 
por escrito. Destaco que nuestra intención no es extender más el tiempo que nuestros visitantes nos 
han brindado, ya que seguramente ellos y los señores Senadores que integran la Comisión deben 
tener compromisos que atender. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Antes que nada, quiero aclarar que me consta que este no es el lugar 
para generar una contienda entre el Instituto Nacional de Colonización y la Asociación Nacional de 
Colonos. La cuestión es que para mí, como Presidente del Instituto, la contienda no existe; es más, lo 
que pienso es que debería haber una relación fluida, con el objetivo de construir en forma conjunta. Lo 
cierto es que algunas cosas me asombran, ya que no veo cuál es el motivo de la confrontación y me 
parece que, de haberlo, sería una falta de criterio traerlo aquí. 


El señor Presidente mencionaba los tipos de colonos y aludía al señor Thedy, en particular 
por las atenuantes que podría tener el caso. Quiero puntualizar que gracias a esas atenuantes -y no 
por otras que también se han manejado en la prensa- se le dieron todas las posibilidades. En el año 
2007 se le reconsideró una refinanciación que le bajaba la deuda en un 45% y, sinceramente, para mí 
eso es único, porque no creo que el Banco República, ANTEL, UTE u otro organismo del Estado -y ni 
que hablar de una institución privada- le quiten casi la mitad de la deuda y el resto se lo refinancie a 
diez años. El Vicepresidente del Instituto dijo que se hace un estudio caso a caso y puedo decir que al 
señor Thedy se le ofrecieron las mejores condiciones de refinanciación; sin embargo, durante los años 
2007, 2008 y 2009 no pagó absolutamente nada. Cuando se le dijo que se le iba a quitar el 45% de la 
deuda, que venía del año 2001, y que se le iban a dar diez años para pagar, se consideró su situación 
y se tuvo en cuenta que se trataba de un paisano entrado en años con cierta realidad. Ahora bien, 
tengamos presente que esa realidad de paisano envejecido la vemos en toda la campaña. 


Quiero hacer una puntualización, porque aquí se ha manejado un tema que debe quedar 
meridianamente claro para los integrantes de la Comisión y para la opinión pública, y es que la 
interdicción por brucelosis se produce el 18 de enero de 2010, cuando ya se habían vencido todos los 
plazos. No estamos hablando de los años 2007, 2008 o 2009, cuando el Instituto, mostrando una 
generosidad suprema y teniendo en cuenta las características personales del colono, le dijo que se 
quedara tranquilo porque se le iba a descontar la mitad de la deuda y el resto lo podía pagar en diez 
años. Que quede claro que él comienza a pagar después de vencidos todos los plazos y lo más 
increíble es que empieza a pagar cuando aparece la brucelosis. Además, quiero decir que cuando 
comenzó a pagar, la refinanciación ya había caído. Se le habían dado tres años más porque, en 
realidad, tenía que haber comenzado a pagar en el año 2007. Se lo perdonó en el 2007, en el 2008 y 
en el 2009, pero en el año 2010, no se le perdonó más. Por otra parte, lo que pagó, teniendo en cuenta 
la deuda que tenía en ese momento, no llegaba al 25%. Si bien es cierto que entregó un capital, debía 
un capital mucho mayor. Él tenía mucho más capital y con poca parte de su rodeo en los años 2007, 
2008 y 2009 podía haber pagado toda la deuda. No estoy hablando de una refinanciación: él podía ir a 
pedir que se le recalculara la deuda, pagaba y se terminaba el problema, entonces, podía haber hecho 
las medianerías de arroz y seguir trabajando. Si cada vez que se le da a alguien una oportunidad, 
como respuesta se obtiene el no cumplimiento, en algún momento hay que establecer el límite. Es 
más, teniendo en cuenta su situación y su edad, suponíamos que este hombre se iba a jubilar antes de 
que se lo desalojara, lo que pasa es que no se defendió judicialmente, pero esa no es responsabilidad 
del Instituto Nacional de Colonización, ni de su Directorio. El promedio de desalojo en el Instituto es de 
tres a cuatro años; sin embargo, este se dio en siete meses, pero eso no puede ser adjudicado al 
Instituto Nacional de Colonización. Además, creo que no da para hacer un escrache en el Instituto, ni 
en la casa de su Presidente. Considero que ese nivel de confrontación no tiene el más mínimo sentido 
porque, además, todo esto se tendría que haber hecho siete meses antes o tres años antes, es decir, 
cuando estaban todas las condiciones para pagar pues, en definitiva, este colono tenía todas las 
posibilidades para llegar en tiempo y forma. 


¿Cuáles son las últimas causas? Al respecto se pueden hacer diversas suposiciones; 
podemos pensar que el colono no se dio cuenta de la gravedad de la situación o que no le interesaba 
pagar, pero son suposiciones que creo que no es bueno manejar. 


En cuanto a las ocupaciones del estado actual, como fueron parte del período donde el 
Vicepresidente actual, el ingeniero Gaggero era el Presidente, preferiría que fuera él quien se refiriera a 
ese punto. 


Con relación al resto de los incumplimientos -el 30%- se trata de casos flagrantes, es decir, 
cuando hay un arrendamiento generalizado a favor de otro durante muchos años, cuando hay un 
abandono de la fracción. Y eso es cierto. 


Quiero decir, señor Presidente, que tal vez en alguna discusión interna del Directorio lo haya 
planteado. Creo que el tema de vivir en la fracción no es el prioritario en este momento de la historia. 
Pero no es lo mismo vivir en Casupá, si la Colonia es Juan Artigas, que queda en los fondos, que vivir 
en Montevideo, si la colonia está ubicada en Paysandú, Salto o Artigas. Son situaciones muy 
diferentes. Y no es lo mismo ir de lunes a viernes y luego ir a ver a los hijos a la capital departamental, 
donde están estudiando, que vivir en cualquier otro en uno de los cascos de las dos mil hectáreas que 
tengo en otro lado. Reitero, no es lo mismo. 


El Instituto Nacional de Colonización está pensado, no por este Directorio sino por el 
Legislador, para dar soluciones a aquellos que no pueden acceder a la tierra por la vía del mercado. 
Por lo tanto, aquellos que acceden a la tierra por esta vía, hasta por generosidad, por honradez 
individual, deberían dejar ese espacio para aquellos que nunca van a poder acceder a tierras si no es 
por la vía del Instituto Nacional de Colonización. Esos son los casos de incumplimientos flagrantes. 


Me gustaría señalar además que, con profunda generosidad del Instituto y teniendo en 
cuenta algunas de las condiciones que usted menciona, y que a veces son reales, se estableció lo que 
se llama Renta Diferencial, que es el 1.7 de la renta de colonización. Debemos aclarar que esta es una 
renta claramente subsidiada si se la compara con la renta del mercado, y lo que se dice es que hay 
productores que son colonos, que no tienen ese perfil, porque tienen otras tierras, porque no viven en 
el lugar, pero viven cerca, porque tienen otros ingresos, pero son claramente importantes para la 
colonia. Es por eso que no se los desaloja ni se les pide entrega de la cosa. Lo que se dice es que la 
sociedad no debe subsidiar su renta, porque es importante para la colonia y también lo es que se 
quede en ella, pero que pague una renta de mercado ayudando al conjunto del resto de las colonias 
que sí merece tener un apoyo adicional. 


La otra posibilidad sería que dijera que ese precio no le sirve, que se retira de la 
colonización, y, entonces, esa fracción se adjudica nuevamente. 


Se tienen varias vías para resolver ese tipo de incumplimiento, y creo que el Directorio 
anterior al que yo asumiera lo hizo con mucha flexibilidad y criterio. 


Si el señor Presidente lo permite, solicitaría que el señor Vicepresidente explicara el tema de 
las ocupaciones y el estado actual. 


SEÑOR GAGGERO.- En cuanto a las ocupaciones, la directiva del Poder Ejecutivo anterior, al igual 
que la del actual, es que se aplique la ley. 


Cada vez que hay una ocupación se hace la denuncia correspondiente e incluso la denuncia 
penal por la usurpación. En todos los casos hemos procedido de la misma manera. Todos sabemos 
que los procesos son largos, que la Justicia tiene su tiempo. 


En cuanto al caso que mencionaba el señor Presidente, de Artigas llegó más rápidamente 
una solución de desalojo de los colonos hacia otro lado, que la determinación de la Justicia. En aquel 
momento esa fracción es ocupada; hoy ALUR la está trabajando en un convenio con el Instituto 
Nacional de Colonización en base a una nueva experimentación que allí se está haciendo. 


Con respecto a la otra ocupación -que también fue muy publicitada- debemos decir que se 
trata de un campo de 276 en la zona de Kiyú, que desde hacía 52 años era propiedad del Banco de 
Crédito. Casualmente descubrimos, a través de algunos productores, que existían esos predios; se 
hicieron las gestiones frente al Banco Central, acreedor del Banco de Crédito, y esas tierras pasaron al 
Instituto Nacional de Colonización. En el momento en que esos predios estaban abandonados - 
curiosamente, la Contribución Inmobiliaria correspondiente al departamento de San José siempre 
había sido pagada- aunque ocupados por algunos productores -a quienes no les atribuyo intención, 
pero los trabajaban- un grupo de asalariados de la zona de Libertad los ocupó, siendo propiedad del 
Banco Central, para que no se siguieran desarrollando actividades productivas contrarias a la 
naturaleza de estos; insisto en que se trató de una determinación personal tomada por un grupo de 
productores. En el momento en que el Instituto recibe los predios, los fracciona, estudia la situación, 
llama a interesados y adjudica una fracción de cincuenta y pico de hectáreas a un grupo que tenía un 
trabajo activo desde hacía mucho tiempo y contaba con el apoyo de Uruguay Rural y otras 
organizaciones sociales. Este grupo había desarrollado un trabajo realmente bueno, pero también se 
adjudicó el resto del campo del Banco Central a unos productores lecheros de la zona que se 
inscribieron porque tenían necesidad de tierra. 


Esto demuestra que siempre hemos procedido de acuerdo con lo que establece la ley. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Ante todo, quiero saludar a la delegación que nos visita, al señor Presidente y al 
ex Presidente del Instituto Nacional de Colonización. Vale la pena señalar que el ex Presidente se 


desempeñó durante los cinco años anteriores, lo que nos permite tener un panorama bastante amplio 
sobre lo que hoy está sucediendo en el Instituto. Creo que fue muy oportuno haber planteado la 
posibilidad de invitarlos -teniendo en cuenta las apreciaciones realizadas por la delegación de colonos 
que nos visitó- ya que desde mi punto de vista las aclaraciones que han efectuado son ampliamente 
satisfactorias. Los felicito y les agradezco que no se hayan remitido simplemente a cumplir con una 
formalidad, sino que se hayan explayado en detallar casos y situaciones concretas. Eso nos permite - 
por lo menos a quien habla- hacernos una composición de lugar bastante precisa con relación al 
estado de situación del predio del colono Ney Thedy. No sé qué ha ocurrido en estos días con el predio 
ni cómo continuó la situación, pero en la sesión anterior le planteamos a la delegación de colonos -y 
creo que también lo podemos hacer con el Instituto Nacional de Colonización, cada uno en la posición 
que le corresponde actuar- la posibilidad de desactivar la medida planteada, que se suma a un reclamo 
legal, o extra legal, lo que da lugar a toda una proyección de carácter social que creo no es 
conveniente porque quita, saca o descentra, la atención que se debe tener en los procedimientos y en 
la tarea de la colonización en general y en la que hace el Instituto Nacional de Colonización en 
particular. Simplemente, pretendemos que se proceda de la manera más adecuada y no por la vía de 
una situación de hecho, que es lo que se dio en este caso. Entonces, considero que queda pendiente 
reencauzar la situación planteada. 


Por otra parte, me quiero referir a la reunión fijada para el próximo 14 en la ciudad de 
Tacuarembó. Según entendí, las autoridades del Instituto Nacional de Colonización no han sido 
comunicadas ni invitadas. Sin intención de ponernos de árbitros ni de mediadores, creo que podríamos 
hacer una buena gestión si procuráramos comunicarnos con los organizadores -lo hacemos con gusto 
y sepan que van a tener el apoyo de los integrantes de la Comisión en todo lo que hagan- a los efectos 
de que nos expliquen la situación, dado que ellos tomaron la iniciativa de concurrir a esta Comisión y 
nosotros recibimos a una delegación calificada, y al mismo tiempo explícita, que trasmitió la situación 
que estaba ocurriendo. 


Creo que ha sido muy correcto plantear esta reunión, que ha resultado muy satisfactoria. En 
un próximo encuentro que, de alguna manera, estará ligado a este proceso, lo que estaría en la tapa 
del libro -quizá no sea conveniente participar porque sabemos cómo son esas cosas- sería tener un 
diálogo y una instancia previa. Por ese motivo, solicité al señor Presidente -quien me podrá decir 
que no y esa es su tarea- que hablara con los organismos de la Unión. Si lo que se quiere es 
desactivar el conflicto, me parece que lo razonable sería proceder de tal o cual manera -ya sé cuál es 
la forma, pero la dejo en suspenso-; pero si se desea amplificarlo hay otra forma de actuar. Lo mejor es 
que no nos hagamos trampas al solitario, que cada uno sepa dónde está parado y qué intenciones se 
tienen, porque jugar con cartas en la manga no es apropiado. Esto era cuanto quería manifestar sobre 
el punto concreto acerca del que fueron convocados. 


Por otro lado, comparto y subrayo el comentario que formuló el señor Presidente sobre vivir en 
la tierra. Una cosa es no vivir en la tierra por equis razones, otra es estar cerca de la tierra y atento a lo 
que sucede con ella, y otra es estar absolutamente desvinculado o tener un predio que, en definitiva, 
sea uno más de muchos otros que están fuera de Colonización y no se justificaría que estuviera en 
esas condiciones. 


No espero una respuesta ahora sobre los comentarios que se hicieron y que merecerían un 
examen pormenorizado, pero adelanto que cualquiera de las dos respuestas son importantes y 
quisiera que tuvieran el tiempo suficiente para reflexionar con las autoridades, ya sea individual o 
colectivamente. Debido a que se trata de una ley aprobada en 1948, necesaria para su época y que 
hoy en día lo es mucho más, pregunto si no sería apropiado realizar una revisión del proyecto de ley y 
una actualización de la Ley de Colonización, para que responda a las importantes exigencias actuales. 
El Instituto podría elaborar y enviar un proyecto -también podría hacerse un trabajo informal previo a la 
instancia legislativa- con la participación de los distintos interesados, o convocar a una comisión 
especial del Poder Legislativo para que tome la iniciativa. De todas formas, la última palabra la tienen 
ustedes. En el momento que estimen oportuno me gustaría obtener una respuesta. 


SEÑOR BERTERRECHE.- El tema de no generar y amplificar conflictos está claro porque los que 
salimos más dañados somos nosotros. Lo más grave de todo es que hace tres semanas que no 
podemos pensar en la colonización debido al conflicto que tenemos. Tan es así que el lunes pasado 
nos reunimos con una delegación de diez cañeros de la Colonia Raúl Sendic para trabajar en temas 
relativos a la caña y poco tiempo después recibimos a gente que con un megáfono nos gritó los más 


soeces insultos, pero igual estuvimos hablando. Claro está que nos opondremos a una propuesta de 
negociación que violente la ley. 


En cuanto a la propuesta de rever la ley, considero que es un trabajo que corresponde a este 
ámbito. A pesar de los problemas de actualización, pienso que esta ley tiene absoluta vigencia y lo 
único lamentable es que no se haya cumplido en su totalidad durante tantos años. 


SEÑOR AGAZZI.- Quería comentar algo que tiene que ver con el funcionamiento de nuestra 
Comisión. A la reunión pasada falté porque tenía dos Comisiones a la misma hora y cuando vine a esta 
la visita ya se había retirado. Quiero que quede constancia en la versión taquigráfica porque yo no falto 
nunca a ningún lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del Presidente y del Vicepresidente del 
Directorio del Instituto Nacional de Colonización. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 25 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


